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JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO 

NORTE DE SANTANDER 
Los Patios, cinco de octubre de dos mil veinte 

 
Se encuentra al Despacho el presente Proceso Ejecutivo de obligación de hacer, 
radicado bajo el No. 544053103001-2018-0069-00, instaurado por ECO 
CONSTRUCCIONES DEL ORIENTE LIMITADA SAS Y CEIMALAB SAS contra 
RAMIRO TRIANA SIACHOQUE, con el fin de dar trámite a lo solicitado por la 
parte demandante, en el escrito que antecede. 
 
La parte demandante solicita que se proceda a la suscripción de la 
correspondiente escritura, y a su vez la parte demandada solicita que se suspenda 
el proceso en razón al trámite que se está adelnatando ante otro juzgado. 
 
Para decidir este Juzgado  hace las siguientes: 
 

CONSIDERACIONES 
 

En relación a la soliictud de la parte demnadad este juzgado manifiesta que la 
misma fue definida en segunda instancia por el Honable Tribunal Superior de 
Cúcuta, y en razón a ello este juzgado encontrándose en firme el auto que decidió 
la apelación de conformidad al artículo 434 y ss. del CGP., no accede a lo 
solicitado por el demandado y en consecuencia se accede a la suscripción 
solicitada por el actor, en los términos de la sentencia de segunda instancia de 
fecha 10 de fecbrero de 2020. 
 
En virtud de los expuesto el JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE LOS PATIOS, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO. Solicitar a la NOTARIA UNICA DEL CIRCULO DE LOS PATIOS, 
suscribir la Escritura pública protocolaria del Levantamiento  de la Hipoteca de la 
a favor de ECO CONSTRUCCIONES DEL ORIENTE LIMITADA SAS Y CEIMALAB 
SAS., de que da cuenta la Escritura Pública No. 5.577 del 28 de agosto de 2013 
protolizada en la Notaría Segunda del Círculo de Cúcuta, respecto del inmueble 
Lote 20, área 400 metros, ubicado en el Condominio Campestre MONTE HOREB 
folio de Matrícula inmobiliaria No. 260-293955. A costa de la parte demandante. 
Por lo expuesto. 
 
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, ordenar la correspondiente 
inscripción de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos al folio de 
Matrícula inmobiliaria No. 260-293955.. 

NOTIFÍQUESE 
 

 
ROSALIA GELVEZ LEMUS 

Jueza 



Radicado: Nº 544054003001-2018-00015-00 
Demandado CARLOS RAMIREZ Y OTROS 

Demandante: JAIRO PANQUEVA OSMA Y OTROS 
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CONSTANCIA SECRETARIAL: 20 de Septiembre 2020. 
la Curadora designada, por conocimiento público actualmente es funcionaria de 
la Gobernación del Norte de Santander, y el correo enviado, no fue recibido por la 
misma  al ser revotado el día Martes 15 de septiembre a las 16:40p.m.. 
 
_______________________________ 
DAYANNA MORA SEPULVEDA 
 

 
 

JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO 
NORTE DE SANTANDER 

Los Patios, cinco de Octubre de dos mil veinte 
 
Dentro de la presente demanda ordinaria, radicada bajo el Nº 544053103001- 
2018-00054-00, adelantada por JAIRO PANQUEVA OSMA Y OTROS, contra 
CARLOS RAMIREZ Y OTROS, para decidir lo pertinente. 
 
Conforme el informe secretarial, la Curadora designada, actualmente es 
funcionaria de la Gobernación del Norte de Santander, y el correo enviado, no fue 
recibido, por lo que es necesario entrar a hacer un nuevo nombramiento. 
 
Así las cosas, este Despacho, conforme a lo previsto en el artículo 108 del C.G.P., 
dispone incluir a la Doctor GUILLERMO TAPIAS CARDENAS, correo 
gillotcardenas@gmail.com  , para ejercer el cargo de Curador Ad Litem del 
demandado ARCESIO MARTINEZ ALVEZ. 
 
Librar la comunicación del caso y hacer las advertencias de ley. 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 
 

 
ROSALÍA GELVEZ LEMUS 

Juez 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
  
 

JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO 

Los Patios 

 

 

NOTIFICACION POR ESTADO 

 

La anterior providencia se notifica por estado N° ________  

 

hoy, __________________________a las 8.00 a.m.  

 

 

 

El Secretario 



 
 

 

 

 

JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE LOS PATIOS 
NORTE DE SANTANDER 

Los Patios, cinco de Octubre de dos mil veinte (2020). 
 
Se encuentra al despacho la presente demanda DIVISORIO DE GRANDES 
COMUNIDADES radicada bajo el N° 544053103001-2014-00046-00, instaurada 
por JORGE RINCON ALVAREZ contra JADINA CAMPEROS CONTRERAS Y 
otros. Para decidir lo pertinente. 
 
Revisado el trámite procesal se tiene que varios actos procesales no se han 
cumplido, por lo que se debe ordenar nuevamente su cumplimiento a lo dispuesto 
en los proveídos proferidos dentro de este trámite judicial , qy que fueron reiterado 
mediante auto de fecha 7 de septiembre de 2020, así: 
 

1. Requiérase a las partes en los términos del auto de fecha 4 de septiembre 
de 2012 (folios 4 a 8), Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pamplona, del 
21 de abril de 2015, Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pamplona. 
Conforme al art.  482 numeral art. 4 CPC, hoy art. 412, art. 364 numeral 4 
C.G.P. 

2. Requiérase a la parte demandante en los términos del auto de fecha 18 de 
diciembre de 2018. 

3. Requiérase a la parte demandante en los términos del auto de fecha 1 de 
julio de 2020. 

4. Requerir nuevamente a secretaría conforme el auto de fecha 7 de septiembre 
de 2020, dejar constancia del envío y recibido del correo electrónico 
ordenado mediante auto del 1 de julio de 2020, y según constancia al folio 
525 de cuaderno principal. Cumplido lo anterior vuelva al despacho para 
decidir lo pertinente. 
En caso de imposibilidad de allegar al proceso la respectiva constancia 
digital, reenviar el oficio de 611 de julio 22 de 2020 y dejar la constancia del 
caso. 

 
Por último, téngase en cuenta que el señor Administrador manifiesta que no puede 
rendir cuentas porque no se le ha hecho entrega del bien, este juzgado considera 
que no es de recibo su alegación, por cuanto, a la fecha del 18 de abril de 2018, se 
nombro en dicho cargo y una vez posesionado 18 de junio de 2018, no hizo alusión 
a la necesidad de la entrega del bien para poder administrarlo. 
 
Asimismo, posteriormente se le corrió traslado de las solicitudes elevadas por los 
comuneros y no hizo manifestación alguna a la voz del artículo 484 del C.P.C. 
 
En razón a lo anterior se ordena abrir el correspondiente incidente de relevo del 
señor administrador en los términos del art. 233 antiguo CPC , hoy 47 y ss del 
CGP., por secretaría abrir el correspondiente cuaderno a fin de notificar el mismo 
al señor administrador. 
 

NOTIFIQUESE, 
 

 
ROSALIA GELVEZ LEMUS 

Juez 
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JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO 

NORTE DE SANTANDER 
Los Patios, cinco de octubre de dos mil veinte 

 
Se encuentra al Despacho el presente Proceso Ejecutivo, radicado bajo el No. 
544053103001-2014-00031-00, instaurado por ESE HOSPITAL UNIVERSITARIO 
ERASMO MEOZ contra ECOOPSOS ESS EPSS, con el fin de dar trámite a lo 
informado por el BANCO DE BOGOTA, en el escrito visto a folios 499 al 503 del C. 
2. 
 
Para decidir este Juzgado  hace las siguientes: 
 

CONSIDERACIONES 
 

La PROCURADURÍA CUARTA DELEGADA, de la Procuraduría General de la 
Nación, ANTE EL CONSEJO DE ESTADO, CONCEPTO DE AUTO No. 047 / 2011, 
ante el CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN TERCERA – SUBSECCIÓN B, el que es necesario tener en cuenta, por 
cuanto de manera detallada señala las normas que rigen la inembargabilidad de 
los dineros provenientes del presupuesto de la Nación: 
 
La legislación presupuestal Colombiana consagra un principio presupuestal sui 
generis: la inembargabilidad de las rentas presupuestales, del cual no se observa 
paralelo en el derecho comparado. 
 
En el estatuto orgánico del presupuesto nacional, se protege con la 
inembargabilidad a las rentas incorporadas en el Presupuesto General de la 
Nación, así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman, atributo 
que también se predica de las cesiones y participaciones que se hacen a las 
entidades territoriales en el Título XII de la Constitución Política, capítulo IV. 
 
(…) de la Ley 38 de 1989, ha hecho cabal desarrollo de la facultad que el artículo 
63 Constitucional le confiere para, por vía de la Ley, dar a otros bienes la calidad 
de inembargables. 
 
Sin embargo, debe esta Corte dejar claramente sentado que este postulado excluye 
temporalmente, el caso en que, la efectividad del pago de obligaciones dinerarias a 
cargo del Estado surgidas de relaciones laborales exige el embargo de bienes y 
recursos incorporados al Presupuesto General de la Nación. 
(…) En consecuencia, esta Corte considera que en aquellos casos en los cuales la 
efectividad del pago de las obligaciones dinerarias a cargo del Estado surgidas de 
las obligaciones laborales, solo se logre mediante el embargo de bienes y rentas 
incorporados al presupuesto de la nación, este será embargable en los términos del 
artículo 177 del Código Contencioso Administrativo. 
 
Posteriormente, el artículo 16 de la Ley 38 de 1989 fue subrogado por los artículos 
6 y 55 de la Ley 179 de 1994, según los cuales son también inembargables las 
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cesiones y participaciones de que trata el capítulo 4 del título XII de la Constitución 
Política. El artículo 16 de la Ley 38/89 y los artículos 6 y 55 de la Ley 179/94 
fueron compilados como artículo 19 del actual Estatuto Orgánico del Presupuesto – 
Decreto 111 de 1996. 
 
El artículo 19 del Decreto 111/96 fue demandado ante la Corte Constitucional y 
declarado exequible mediante sentencia C-354 del 13 de agosto de 1997. En la 
parte resolutiva la sentencia declara “Exequible el Artículo 19 del Decreto 111 de 
1996, que incorporó materialmente el art. 6o de la ley 179 de 1994, bajo el 
entendido de que los créditos a cargo del Estado, bien sea que consten en 
sentencias o en otros títulos legalmente válidos, deben ser pagados mediante el 
procedimiento que indica la norma acusada y que transcurridos 18 meses después 
de que ellos sean exigibles, es posible adelantar ejecución, con embargo de recursos 
del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de sentencias o 
conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos- y sobre los bienes de las 
entidades u órganos respectivos”.  
 
La Corte entiende la norma acusada, con el alcance de que si bien la regla general 
es la inembargabilidad, ella sufre excepciones cuando se trate de sentencias 
judiciales, con miras a garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los derechos 
reconocidos a las personas en dichas sentencias. 
 
(…) Podría pensarse, que sólo los créditos cuyo título es una sentencia pueden ser 
pagados como lo indica la norma acusada, no así los demás títulos que constan en 
actos administrativos o que se originan en las operaciones contractuales de la 
administración. Sin embargo ello no es así, porque no existe una justificación 
objetiva y razonable para que únicamente se puedan satisfacer los títulos que 
constan en una sentencia y no los demás que provienen del Estado deudor y que 
configuran una obligación clara, expresa y actualmente exigible. Tanto valor tiene el 
crédito que se reconoce en una sentencia como el que crea el propio Estado a través 
de los modos o formas de actuación administrativa que regula la ley. 
 
(…) En conclusión, la Corte estima que los créditos a cargo del Estado, bien sean 
que consten en sentencias o en otros títulos legalmente válidos, deben ser pagados 
mediante el procedimiento que indica la norma acusada y que transcurridos 18 
meses después de que ellos sean exigibles, es posible adelantar ejecución, con 
embargo de recursos del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de 
sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos- y sobre los 
bienes de las entidades u órganos respectivos. 
 
La inembargabilidad es un principio tan importante para la estructura del sistema 
presupuestal colombiano, que cuando el por el juez desconoce esa garantía que 
implica la inembargabilidad, se le considera reo disciplinario que incurre en causal 
de mala conducta o causal de destitución, que al ser equiparada a falta gravísima 
puede ser sancionada con el máximo reproche disciplinario. 
 
Los funcionarios públicos deben cumplir con los procedimientos y términos 
establecidos para el pago de las sentencias judiciales. La inembargabilidad tiene 
como corolario la obligación que se impone a los funcionarios públicos de tomar 
todas las medidas necesarias para pagar el importe de las condenas contra el 
Estado que sean exigibles. Dice el inciso segundo del artículo 19 del Decreto 111 de 
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1996: 
 
No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán 
adoptar las medidas conducentes al pago de las sentencias en contra de los 
órganos respectivos, dentro de los plazos establecidos para ello, y respetarán en su 
integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias. 
 
Incumplir con esta obligación de tomar las medidas presupuestales necesarias se 
sanciona con la máxima de las sanciones disciplinarias. 
 
La regla general de inembargabilidad respecto de las entidades públicas del orden 
nacional, según la jurisprudencia del Consejo de Estado, tiene tres excepciones: 
 
La normatividad enunciada muestra así que frente a la nación no podrán 
embargarse las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general; ni los 
bienes y derechos de los órganos que lo conforman. 
 
(…) Con todo, la regla general de la no ejecución de la Nación presenta tres 
excepciones, así: La primera, relacionada con el cobro compulsivo de las sentencias 
dictadas por la jurisdicción administrativa; la segunda, con los créditos laborales 
contenidos en actos administrativos; y la tercera, con los créditos provenientes de 
contratos estatales. Excepciones que encuentran su respaldo, en su orden, en el 
177 del c.c.a.; en la sentencia C - 546 de la Corte Constitucional; y en el art 75 de la 
ley 80 de 1993. 
 
(…) Siguiendo los principios normativos del sistema presupuestal y la orientación 
marcada por la Corte Constitucional, las ejecuciones aquí estudiadas en cuanto a 
las sentencias de esta jurisdicción y los créditos laborales no podrán intentarse sino 
dentro del término señalado en el art 177 del c.c.a. Frente a las ejecuciones 
derivadas de los contratos estatales no se aplicará tal restricción, y deberá estarse 
a las condiciones de pago señaladas en los mismos. 
 
b) En conclusión, fuera de los bienes enunciados en los arts 63 y 72 de la carta, son 
inembargables las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general 
nacional; así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman. Órganos 
que, en principio, son los que figuran enunciados en los arts 3º y 11 del dec 111 de 
1996. 
 
(…) c) De la interpretación armónica de las distintas normas y en especial del 
estatuto orgánico del presupuesto nacional, puede concluirse, asimismo, que las 
Empresas Industriales y Comerciales del Estado, las sociedades de economía 
mixta, las empresas de servicios públicos domiciliarios en cuyo capital la nación o 
sus entidades descentralizadas posean el 90% o más (las que para efectos 
presupuestales de conformidad con el art 5º del dec 111 de 1996 se sujetan al 
régimen de las primeras) y las Empresas sociales del Estado, no tienen el carácter 
de órganos desde la perspectiva que señala el Estatuto Orgánico del Presupuesto y 
por ende, según las reglas generales, son ejecutables y sus bienes sujetos a 
medidas cautelares. 
 
(…) Por lo expuesto, puede aceptarse también que la ley 179 de 1994, expedida sólo 
para modificar la orgánica del presupuesto nacional en su art 6 (inc 2º), más que 
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subrogar el art 16 de la ley 38, lo que hizo fué interpretarlo por vía de autoridad, 
para evitar la negligencia de la administración en la adopción oportuna de las 
medidas conducentes para el pago de las condenas judiciales. Fuera de lo dicho, 
esa aparente subrogación no pudo darse tampoco porque cuando ese art 6 de la ley 
179 empezó a regir ya el 16 de la ley 38 había sido modificado por el art 336 del c 
de p.c. (dec 2282 de 1989) relacionado con la ejecución de entidades públicas y 
aquélla no podía modificar este estatuto. 
 
Tampoco puede aceptarse, en este mismo orden de ideas, que ese art 6º de la ley 
179 impida los embargos de bienes nacionales dentro de las ejecuciones que 
busquen hacer efectivas las condenas impuestas en actos administrativos, porque 
esta posibilidad surgió más de la interpretación que la Corte hizo del principio de la 
inembargabilidad que de una norma que tal situación contemple, tal como se 
desprende de su sentencia C - 546. A igual conclusión se arriba con la ejecución de 
créditos derivados de contratos estatales, permitida por el art 75 de la ley 80 de 
1993, porque esa permisión no tiene restricción alguna y el intérprete no podrá 
crearla. 
 
Aunque tiene relación con el caso en estudio, ese no es el punto jurídico que debe 
desatarse para solucionar este caso. Por tal razón, el Ministerio Público no abordará 
la discusión frente a la posición del Consejo de Estado, aunque tiene una conclusión 
diferente, por cuanto el análisis del problema jurídico ha de hacerse teniendo en 
cuenta que las normas del Estatuto Orgánico del Presupuesto tienen la naturaleza 
de Ley orgánica y por tanto gozan de supremacía sobre la ley ordinaria, así ésta 
sea un código. 
 
En conclusión y conforme lo señalado en la ley y en el concepto antes transcrito 
se tiene: 
 
Con todo, la regla general de la no ejecución de la Nación presenta tres 
excepciones, así: 
 

1. La primera, relacionada con el cobro compulsivo de las sentencias dictadas 
por la jurisdicción administrativa;  

2. La segunda, con los créditos laborales contenidos en actos administrativos; 
y  

3. La tercera, con los créditos provenientes de contratos estatales. Excepciones 
que encuentran su respaldo, en su orden, en el 177 del c.c.a.; en la 
sentencia C - 546 de la Corte Constitucional; y en el art 75 de la ley 80 de 
1993. 

 
Así las cosas, siendo que es viable la materialización de las órdenes de embargo, 
debe insistirse en las mismas al BANCO DE BOGOTA, decretadas dentro del 
presente proceso, remitiendo copia del presente auto. 
 
En virtud de los expuesto el JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE LOS PATIOS, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO. Insistir al BANCO DE BOGOTA sobre las órdenes de embargo 
decretadas dentro del presente proceso. Por lo expuesto. 
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SEGUNDO: Por secretaria, remitir como anexo a los oficios al BANCO DE 
BOGOTA, copia del presente auto. 
 
 

NOTIFÍQUESE 
 
 
 

ROSALIA GELVEZ LEMUS 
Jueza 

 
jfbq 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
  
 

JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO de Los 

Los Patios 

 

 

NOTIFICACION POR ESTADO 

 

La anterior providencia se notifica por estado N° ________  

 

hoy, __________________________a las 8.00 a.m.  

 

 

 

El Secretario 
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JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO 

NORTE DE SANTANDER 
Los Patios, cinco de octubre de dos mil veinte 

 
Se encuentra al Despacho el presente Proceso Ejecutivo, radicado bajo el No. 
544053103001-2014-00024-00, instaurado por ESE HOSPITAL UNIVERSITARIO 
ERASMO MEOZ contra ECOOPSOS ESS EPSS, con el fin de dar trámite a lo 
informado por el BANCO DE BOGOTA, en el escrito visto a folios 2702 y 2703 del 
C. 1. 
 
Para decidir este Juzgado  hace las siguientes: 
 

CONSIDERACIONES 
 

La PROCURADURÍA CUARTA DELEGADA, de la Procuraduría General de la 
Nación, ANTE EL CONSEJO DE ESTADO, CONCEPTO DE AUTO No. 047 / 2011, 
ante el CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN TERCERA – SUBSECCIÓN B, el que es necesario tener en cuenta, por 
cuanto de manera detallada señala las normas que rigen la inembargabilidad de 
los dineros provenientes del presupuesto de la Nación: 
 
La legislación presupuestal Colombiana consagra un principio presupuestal sui 
generis: la inembargabilidad de las rentas presupuestales, del cual no se observa 
paralelo en el derecho comparado. 
 
En el estatuto orgánico del presupuesto nacional, se protege con la 
inembargabilidad a las rentas incorporadas en el Presupuesto General de la 
Nación, así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman, atributo 
que también se predica de las cesiones y participaciones que se hacen a las 
entidades territoriales en el Título XII de la Constitución Política, capítulo IV. 
 
(…) de la Ley 38 de 1989, ha hecho cabal desarrollo de la facultad que el artículo 
63 Constitucional le confiere para, por vía de la Ley, dar a otros bienes la calidad 
de inembargables. 
 
Sin embargo, debe esta Corte dejar claramente sentado que este postulado excluye 
temporalmente, el caso en que, la efectividad del pago de obligaciones dinerarias a 
cargo del Estado surgidas de relaciones laborales exige el embargo de bienes y 
recursos incorporados al Presupuesto General de la Nación. 
(…) En consecuencia, esta Corte considera que en aquellos casos en los cuales la 
efectividad del pago de las obligaciones dinerarias a cargo del Estado surgidas de 
las obligaciones laborales, solo se logre mediante el embargo de bienes y rentas 
incorporados al presupuesto de la nación, este será embargable en los términos del 
artículo 177 del Código Contencioso Administrativo. 
 
Posteriormente, el artículo 16 de la Ley 38 de 1989 fue subrogado por los artículos 
6 y 55 de la Ley 179 de 1994, según los cuales son también inembargables las 
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cesiones y participaciones de que trata el capítulo 4 del título XII de la Constitución 
Política. El artículo 16 de la Ley 38/89 y los artículos 6 y 55 de la Ley 179/94 
fueron compilados como artículo 19 del actual Estatuto Orgánico del Presupuesto – 
Decreto 111 de 1996. 
 
El artículo 19 del Decreto 111/96 fue demandado ante la Corte Constitucional y 
declarado exequible mediante sentencia C-354 del 13 de agosto de 1997. En la 
parte resolutiva la sentencia declara “Exequible el Artículo 19 del Decreto 111 de 
1996, que incorporó materialmente el art. 6o de la ley 179 de 1994, bajo el 
entendido de que los créditos a cargo del Estado, bien sea que consten en 
sentencias o en otros títulos legalmente válidos, deben ser pagados mediante el 
procedimiento que indica la norma acusada y que transcurridos 18 meses después 
de que ellos sean exigibles, es posible adelantar ejecución, con embargo de recursos 
del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de sentencias o 
conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos- y sobre los bienes de las 
entidades u órganos respectivos”.  
 
La Corte entiende la norma acusada, con el alcance de que si bien la regla general 
es la inembargabilidad, ella sufre excepciones cuando se trate de sentencias 
judiciales, con miras a garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los derechos 
reconocidos a las personas en dichas sentencias. 
 
(…) Podría pensarse, que sólo los créditos cuyo título es una sentencia pueden ser 
pagados como lo indica la norma acusada, no así los demás títulos que constan en 
actos administrativos o que se originan en las operaciones contractuales de la 
administración. Sin embargo ello no es así, porque no existe una justificación 
objetiva y razonable para que únicamente se puedan satisfacer los títulos que 
constan en una sentencia y no los demás que provienen del Estado deudor y que 
configuran una obligación clara, expresa y actualmente exigible. Tanto valor tiene el 
crédito que se reconoce en una sentencia como el que crea el propio Estado a través 
de los modos o formas de actuación administrativa que regula la ley. 
 
(…) En conclusión, la Corte estima que los créditos a cargo del Estado, bien sean 
que consten en sentencias o en otros títulos legalmente válidos, deben ser pagados 
mediante el procedimiento que indica la norma acusada y que transcurridos 18 
meses después de que ellos sean exigibles, es posible adelantar ejecución, con 
embargo de recursos del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de 
sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos- y sobre los 
bienes de las entidades u órganos respectivos. 
 
La inembargabilidad es un principio tan importante para la estructura del sistema 
presupuestal colombiano, que cuando el por el juez desconoce esa garantía que 
implica la inembargabilidad, se le considera reo disciplinario que incurre en causal 
de mala conducta o causal de destitución, que al ser equiparada a falta gravísima 
puede ser sancionada con el máximo reproche disciplinario. 
 
Los funcionarios públicos deben cumplir con los procedimientos y términos 
establecidos para el pago de las sentencias judiciales. La inembargabilidad tiene 
como corolario la obligación que se impone a los funcionarios públicos de tomar 
todas las medidas necesarias para pagar el importe de las condenas contra el 
Estado que sean exigibles. Dice el inciso segundo del artículo 19 del Decreto 111 de 
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1996: 
 
No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán 
adoptar las medidas conducentes al pago de las sentencias en contra de los 
órganos respectivos, dentro de los plazos establecidos para ello, y respetarán en su 
integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias. 
 
Incumplir con esta obligación de tomar las medidas presupuestales necesarias se 
sanciona con la máxima de las sanciones disciplinarias. 
 
La regla general de inembargabilidad respecto de las entidades públicas del orden 
nacional, según la jurisprudencia del Consejo de Estado, tiene tres excepciones: 
 
La normatividad enunciada muestra así que frente a la nación no podrán 
embargarse las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general; ni los 
bienes y derechos de los órganos que lo conforman. 
 
(…) Con todo, la regla general de la no ejecución de la Nación presenta tres 
excepciones, así: La primera, relacionada con el cobro compulsivo de las sentencias 
dictadas por la jurisdicción administrativa; la segunda, con los créditos laborales 
contenidos en actos administrativos; y la tercera, con los créditos provenientes de 
contratos estatales. Excepciones que encuentran su respaldo, en su orden, en el 
177 del c.c.a.; en la sentencia C - 546 de la Corte Constitucional; y en el art 75 de la 
ley 80 de 1993. 
 
(…) Siguiendo los principios normativos del sistema presupuestal y la orientación 
marcada por la Corte Constitucional, las ejecuciones aquí estudiadas en cuanto a 
las sentencias de esta jurisdicción y los créditos laborales no podrán intentarse sino 
dentro del término señalado en el art 177 del c.c.a. Frente a las ejecuciones 
derivadas de los contratos estatales no se aplicará tal restricción, y deberá estarse 
a las condiciones de pago señaladas en los mismos. 
 
b) En conclusión, fuera de los bienes enunciados en los arts 63 y 72 de la carta, son 
inembargables las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general 
nacional; así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman. Órganos 
que, en principio, son los que figuran enunciados en los arts 3º y 11 del dec 111 de 
1996. 
 
(…) c) De la interpretación armónica de las distintas normas y en especial del 
estatuto orgánico del presupuesto nacional, puede concluirse, asimismo, que las 
Empresas Industriales y Comerciales del Estado, las sociedades de economía 
mixta, las empresas de servicios públicos domiciliarios en cuyo capital la nación o 
sus entidades descentralizadas posean el 90% o más (las que para efectos 
presupuestales de conformidad con el art 5º del dec 111 de 1996 se sujetan al 
régimen de las primeras) y las Empresas sociales del Estado, no tienen el carácter 
de órganos desde la perspectiva que señala el Estatuto Orgánico del Presupuesto y 
por ende, según las reglas generales, son ejecutables y sus bienes sujetos a 
medidas cautelares. 
 
(…) Por lo expuesto, puede aceptarse también que la ley 179 de 1994, expedida sólo 
para modificar la orgánica del presupuesto nacional en su art 6 (inc 2º), más que 
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subrogar el art 16 de la ley 38, lo que hizo fué interpretarlo por vía de autoridad, 
para evitar la negligencia de la administración en la adopción oportuna de las 
medidas conducentes para el pago de las condenas judiciales. Fuera de lo dicho, 
esa aparente subrogación no pudo darse tampoco porque cuando ese art 6 de la ley 
179 empezó a regir ya el 16 de la ley 38 había sido modificado por el art 336 del c 
de p.c. (dec 2282 de 1989) relacionado con la ejecución de entidades públicas y 
aquélla no podía modificar este estatuto. 
 
Tampoco puede aceptarse, en este mismo orden de ideas, que ese art 6º de la ley 
179 impida los embargos de bienes nacionales dentro de las ejecuciones que 
busquen hacer efectivas las condenas impuestas en actos administrativos, porque 
esta posibilidad surgió más de la interpretación que la Corte hizo del principio de la 
inembargabilidad que de una norma que tal situación contemple, tal como se 
desprende de su sentencia C - 546. A igual conclusión se arriba con la ejecución de 
créditos derivados de contratos estatales, permitida por el art 75 de la ley 80 de 
1993, porque esa permisión no tiene restricción alguna y el intérprete no podrá 
crearla. 
 
Aunque tiene relación con el caso en estudio, ese no es el punto jurídico que debe 
desatarse para solucionar este caso. Por tal razón, el Ministerio Público no abordará 
la discusión frente a la posición del Consejo de Estado, aunque tiene una conclusión 
diferente, por cuanto el análisis del problema jurídico ha de hacerse teniendo en 
cuenta que las normas del Estatuto Orgánico del Presupuesto tienen la naturaleza 
de Ley orgánica y por tanto gozan de supremacía sobre la ley ordinaria, así ésta 
sea un código. 
 
En conclusión y conforme lo señalado en la ley y en el concepto antes transcrito 
se tiene: 
 
Con todo, la regla general de la no ejecución de la Nación presenta tres 
excepciones, así: 
 

1. La primera, relacionada con el cobro compulsivo de las sentencias dictadas 
por la jurisdicción administrativa;  

2. La segunda, con los créditos laborales contenidos en actos administrativos; 
y  

3. La tercera, con los créditos provenientes de contratos estatales. Excepciones 
que encuentran su respaldo, en su orden, en el 177 del c.c.a.; en la 
sentencia C - 546 de la Corte Constitucional; y en el art 75 de la ley 80 de 
1993. 

 
Así las cosas, siendo que es viable la materialización de las órdenes de embargo, 
debe insistirse en las mismas al BANCO DE BOGOTA, decretadas dentro del 
presente proceso, remitiendo copia del presente auto. 
 
En virtud de los expuesto el JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE LOS PATIOS, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO. Insistir al BANCO DE BOGOTA sobre las órdenes de embargo 
decretadas dentro del presente proceso. Por lo expuesto. 
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SEGUNDO: Por secretaria, remitir como anexo a los oficios al BANCO DE 
BOGOTA, copia del presente auto. 
 
 

NOTIFÍQUESE 
 
 
 

ROSALIA GELVEZ LEMUS 
Jueza 

 
jfbq 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
  
 

JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO de Los 

Los Patios 

 

 

NOTIFICACION POR ESTADO 

 

La anterior providencia se notifica por estado N° ________  

 

hoy, __________________________a las 8.00 a.m.  

 

 

 

El Secretario 
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JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO 

NORTE DE SANTANDER 
Los Patios, cinco de octubre de dos mil veinte 

 
Se encuentra al Despacho el presente Proceso Ejecutivo, radicado bajo el No. 
544053103001-2014-00023-00, instaurado por ESE HOSPITAL UNIVERSITARIO 
ERASMO MEOZ contra ECOOPSOS ESS EPSS, con el fin de dar trámite a lo 
informado por el BANCO DE BOGOTA, en el escrito visto a folio 9871 del C. 1. 
 
Para decidir este Juzgado  hace las siguientes: 
 

CONSIDERACIONES 
 

La PROCURADURÍA CUARTA DELEGADA, de la Procuraduría General de la 
Nación, ANTE EL CONSEJO DE ESTADO, CONCEPTO DE AUTO No. 047 / 2011, 
ante el CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN TERCERA – SUBSECCIÓN B, el que es necesario tener en cuenta, por 
cuanto de manera detallada señala las normas que rigen la inembargabilidad de 
los dineros provenientes del presupuesto de la Nación: 
 
La legislación presupuestal Colombiana consagra un principio presupuestal sui 
generis: la inembargabilidad de las rentas presupuestales, del cual no se observa 
paralelo en el derecho comparado. 
 
En el estatuto orgánico del presupuesto nacional, se protege con la 
inembargabilidad a las rentas incorporadas en el Presupuesto General de la 
Nación, así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman, atributo 
que también se predica de las cesiones y participaciones que se hacen a las 
entidades territoriales en el Título XII de la Constitución Política, capítulo IV. 
 
(…) de la Ley 38 de 1989, ha hecho cabal desarrollo de la facultad que el artículo 
63 Constitucional le confiere para, por vía de la Ley, dar a otros bienes la calidad 
de inembargables. 
 
Sin embargo, debe esta Corte dejar claramente sentado que este postulado excluye 
temporalmente, el caso en que, la efectividad del pago de obligaciones dinerarias a 
cargo del Estado surgidas de relaciones laborales exige el embargo de bienes y 
recursos incorporados al Presupuesto General de la Nación. 
(…) En consecuencia, esta Corte considera que en aquellos casos en los cuales la 
efectividad del pago de las obligaciones dinerarias a cargo del Estado surgidas de 
las obligaciones laborales, solo se logre mediante el embargo de bienes y rentas 
incorporados al presupuesto de la nación, este será embargable en los términos del 
artículo 177 del Código Contencioso Administrativo. 
 
Posteriormente, el artículo 16 de la Ley 38 de 1989 fue subrogado por los artículos 
6 y 55 de la Ley 179 de 1994, según los cuales son también inembargables las 
cesiones y participaciones de que trata el capítulo 4 del título XII de la Constitución 



 

2 
Avenida 10 # 19-33 local 3 urbanización videlso 

Correo: jcctolospat@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Telefax: 5805070 

Política. El artículo 16 de la Ley 38/89 y los artículos 6 y 55 de la Ley 179/94 
fueron compilados como artículo 19 del actual Estatuto Orgánico del Presupuesto – 
Decreto 111 de 1996. 
 
El artículo 19 del Decreto 111/96 fue demandado ante la Corte Constitucional y 
declarado exequible mediante sentencia C-354 del 13 de agosto de 1997. En la 
parte resolutiva la sentencia declara “Exequible el Artículo 19 del Decreto 111 de 
1996, que incorporó materialmente el art. 6o de la ley 179 de 1994, bajo el 
entendido de que los créditos a cargo del Estado, bien sea que consten en 
sentencias o en otros títulos legalmente válidos, deben ser pagados mediante el 
procedimiento que indica la norma acusada y que transcurridos 18 meses después 
de que ellos sean exigibles, es posible adelantar ejecución, con embargo de recursos 
del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de sentencias o 
conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos- y sobre los bienes de las 
entidades u órganos respectivos”.  
 
La Corte entiende la norma acusada, con el alcance de que si bien la regla general 
es la inembargabilidad, ella sufre excepciones cuando se trate de sentencias 
judiciales, con miras a garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los derechos 
reconocidos a las personas en dichas sentencias. 
 
(…) Podría pensarse, que sólo los créditos cuyo título es una sentencia pueden ser 
pagados como lo indica la norma acusada, no así los demás títulos que constan en 
actos administrativos o que se originan en las operaciones contractuales de la 
administración. Sin embargo ello no es así, porque no existe una justificación 
objetiva y razonable para que únicamente se puedan satisfacer los títulos que 
constan en una sentencia y no los demás que provienen del Estado deudor y que 
configuran una obligación clara, expresa y actualmente exigible. Tanto valor tiene el 
crédito que se reconoce en una sentencia como el que crea el propio Estado a través 
de los modos o formas de actuación administrativa que regula la ley. 
 
(…) En conclusión, la Corte estima que los créditos a cargo del Estado, bien sean 
que consten en sentencias o en otros títulos legalmente válidos, deben ser pagados 
mediante el procedimiento que indica la norma acusada y que transcurridos 18 
meses después de que ellos sean exigibles, es posible adelantar ejecución, con 
embargo de recursos del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de 
sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos- y sobre los 
bienes de las entidades u órganos respectivos. 
 
La inembargabilidad es un principio tan importante para la estructura del sistema 
presupuestal colombiano, que cuando el por el juez desconoce esa garantía que 
implica la inembargabilidad, se le considera reo disciplinario que incurre en causal 
de mala conducta o causal de destitución, que al ser equiparada a falta gravísima 
puede ser sancionada con el máximo reproche disciplinario. 
 
Los funcionarios públicos deben cumplir con los procedimientos y términos 
establecidos para el pago de las sentencias judiciales. La inembargabilidad tiene 
como corolario la obligación que se impone a los funcionarios públicos de tomar 
todas las medidas necesarias para pagar el importe de las condenas contra el 
Estado que sean exigibles. Dice el inciso segundo del artículo 19 del Decreto 111 de 
1996: 
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No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán 
adoptar las medidas conducentes al pago de las sentencias en contra de los 
órganos respectivos, dentro de los plazos establecidos para ello, y respetarán en su 
integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias. 
 
Incumplir con esta obligación de tomar las medidas presupuestales necesarias se 
sanciona con la máxima de las sanciones disciplinarias. 
 
La regla general de inembargabilidad respecto de las entidades públicas del orden 
nacional, según la jurisprudencia del Consejo de Estado, tiene tres excepciones: 
 
La normatividad enunciada muestra así que frente a la nación no podrán 
embargarse las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general; ni los 
bienes y derechos de los órganos que lo conforman. 
 
(…) Con todo, la regla general de la no ejecución de la Nación presenta tres 
excepciones, así: La primera, relacionada con el cobro compulsivo de las sentencias 
dictadas por la jurisdicción administrativa; la segunda, con los créditos laborales 
contenidos en actos administrativos; y la tercera, con los créditos provenientes de 
contratos estatales. Excepciones que encuentran su respaldo, en su orden, en el 
177 del c.c.a.; en la sentencia C - 546 de la Corte Constitucional; y en el art 75 de la 
ley 80 de 1993. 
 
(…) Siguiendo los principios normativos del sistema presupuestal y la orientación 
marcada por la Corte Constitucional, las ejecuciones aquí estudiadas en cuanto a 
las sentencias de esta jurisdicción y los créditos laborales no podrán intentarse sino 
dentro del término señalado en el art 177 del c.c.a. Frente a las ejecuciones 
derivadas de los contratos estatales no se aplicará tal restricción, y deberá estarse 
a las condiciones de pago señaladas en los mismos. 
 
b) En conclusión, fuera de los bienes enunciados en los arts 63 y 72 de la carta, son 
inembargables las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general 
nacional; así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman. Órganos 
que, en principio, son los que figuran enunciados en los arts 3º y 11 del dec 111 de 
1996. 
 
(…) c) De la interpretación armónica de las distintas normas y en especial del 
estatuto orgánico del presupuesto nacional, puede concluirse, asimismo, que las 
Empresas Industriales y Comerciales del Estado, las sociedades de economía 
mixta, las empresas de servicios públicos domiciliarios en cuyo capital la nación o 
sus entidades descentralizadas posean el 90% o más (las que para efectos 
presupuestales de conformidad con el art 5º del dec 111 de 1996 se sujetan al 
régimen de las primeras) y las Empresas sociales del Estado, no tienen el carácter 
de órganos desde la perspectiva que señala el Estatuto Orgánico del Presupuesto y 
por ende, según las reglas generales, son ejecutables y sus bienes sujetos a 
medidas cautelares. 
 
(…) Por lo expuesto, puede aceptarse también que la ley 179 de 1994, expedida sólo 
para modificar la orgánica del presupuesto nacional en su art 6 (inc 2º), más que 
subrogar el art 16 de la ley 38, lo que hizo fué interpretarlo por vía de autoridad, 
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para evitar la negligencia de la administración en la adopción oportuna de las 
medidas conducentes para el pago de las condenas judiciales. Fuera de lo dicho, 
esa aparente subrogación no pudo darse tampoco porque cuando ese art 6 de la ley 
179 empezó a regir ya el 16 de la ley 38 había sido modificado por el art 336 del c 
de p.c. (dec 2282 de 1989) relacionado con la ejecución de entidades públicas y 
aquélla no podía modificar este estatuto. 
 
Tampoco puede aceptarse, en este mismo orden de ideas, que ese art 6º de la ley 
179 impida los embargos de bienes nacionales dentro de las ejecuciones que 
busquen hacer efectivas las condenas impuestas en actos administrativos, porque 
esta posibilidad surgió más de la interpretación que la Corte hizo del principio de la 
inembargabilidad que de una norma que tal situación contemple, tal como se 
desprende de su sentencia C - 546. A igual conclusión se arriba con la ejecución de 
créditos derivados de contratos estatales, permitida por el art 75 de la ley 80 de 
1993, porque esa permisión no tiene restricción alguna y el intérprete no podrá 
crearla. 
 
Aunque tiene relación con el caso en estudio, ese no es el punto jurídico que debe 
desatarse para solucionar este caso. Por tal razón, el Ministerio Público no abordará 
la discusión frente a la posición del Consejo de Estado, aunque tiene una conclusión 
diferente, por cuanto el análisis del problema jurídico ha de hacerse teniendo en 
cuenta que las normas del Estatuto Orgánico del Presupuesto tienen la naturaleza 
de Ley orgánica y por tanto gozan de supremacía sobre la ley ordinaria, así ésta 
sea un código. 
 
En conclusión y conforme lo señalado en la ley y en el concepto antes transcrito 
se tiene: 
 
Con todo, la regla general de la no ejecución de la Nación presenta tres 
excepciones, así: 
 

1. La primera, relacionada con el cobro compulsivo de las sentencias dictadas 
por la jurisdicción administrativa;  

2. La segunda, con los créditos laborales contenidos en actos administrativos; 
y  

3. La tercera, con los créditos provenientes de contratos estatales. Excepciones 
que encuentran su respaldo, en su orden, en el 177 del c.c.a.; en la 
sentencia C - 546 de la Corte Constitucional; y en el art 75 de la ley 80 de 
1993. 

 
Así las cosas, siendo que es viable la materialización de las órdenes de embargo, 
debe insistirse en las mismas al BANCO DE BOGOTA, decretadas dentro del 
presente proceso, remitiendo copia del presente auto. 
 
En virtud de los expuesto el JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE LOS PATIOS, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO. Insistir al BANCO DE BOGOTA sobre las órdenes de embargo 
decretadas dentro del presente proceso. Por lo expuesto. 
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SEGUNDO: Por secretaria, remitir como anexo a los oficios al BANCO DE 
BOGOTA, o copia del presente auto. 
 
 

NOTIFÍQUESE 
 
 
 

ROSALIA GELVEZ LEMUS 
Jueza 

 
jfbq 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
  
 

JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO de Los 

Los Patios 

 

 

NOTIFICACION POR ESTADO 

 

La anterior providencia se notifica por estado N° ________  

 

hoy, __________________________a las 8.00 a.m.  

 

 

 

El Secretario 
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JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO 

NORTE DE SANTANDER 
Los Patios, cinco de octubre de dos mil veinte 

 
Se encuentra al Despacho la presente demanda Laboral Especial de Disolución y 
Liquidación de Sindicato, radicada bajo el No. 544053103001-2020-00105-00, 
instaurada por la EMPRESA INDUSTRIAL Y COMERCIAL DE SERVICIOS 
PUBLICOS DE VILLA DEL ROSARIO mediante apoderado judicial contra la 
Organización Sindical SINDICATO DE TRABAJADORES OFICIALES Y 
EMPLEADOS PUBLICOS DE LA EMPRESA INDUSTRIAL Y COMERCIAL DE 
SERVICIOS PUBLICOS DOMICILIARIOS DE VILLA DEL ROSARIO 
SINTRAEICVIRO, para su admisión. 
   
Dados los presupuestos de los artículos 2, 5 y 25 del CPTSS, en virtud de los 
expuesto, el JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE LOS PATIOS. 

 
RESUELVE: 

  
PRIMERO: Admítase la Demanda Laboral Especial de Disolución y Liquidación de 
Sindicato, radicada bajo el No. 544053103001-2020-00105-00. 
 
SEGUNDO: Citar al Representante Legal del sindicato demandado, con el fin de 
notificarlo del contenido del auto admisorio de la demanda y emplazarlo el día y 
hora que el Despacho fije la Audiencia para que dé respuesta a la demanda.  
 
TERCERO: Reconocer personería al Doctor ZAROL ANDRES ZAFRA AYCARDI, 
como apoderado de la parte demandante, en la forma y términos del memorial 
poder conferido.   
 

 
CÓPIESE Y NOTIFÍQUESE 

 
 
 

ROSALIA GELVEZ LEMUS 
Jueza 

 
 
jfbq 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
  
 

JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO de Los 

Los Patios 

 

 

NOTIFICACION POR ESTADO 

 

La anterior providencia se notifica por estado N° ________  

 

hoy, __________________________a las 8.00 a.m.  

 

 

 

El Secretario 
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JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO 

NORTE DE SANTANDER 
Los Patios, cinco de octubre de dos mil veinte 

 
PROCESO Ordinario Laboral 

 
Rdo.No.5440
53103001-  

2019-00241-00   

Demandante ELIZABETH MEJIA RAVELO 
 

Dirección Cr. 8 No. 12-75 B. 
Nariño Villa del Rosario 

Correo 
Electrónico 

 Teléfono  

Apoderado JORGE ANDRES RESTREPO 
PATIÑO 

Dirección Edif. Centro Jurídico Of. 
320 

Correo 
Electrónico 

canrove24asociados@hotmail.c
om  

Teléfono 3162477512 

Demandado BLANCA MARIA GIL DE URIBE 
 

Dirección Calle 5 No. 2E-52 Las 
Palmas Casa 17 

Correo 
Electrónico 

 Teléfono  

Apoderado CARLOS ALBERTO 
COLMENARES ORTIZ 

Dirección CC Gran Bulevar Local 
225-I 

Correo 
Electrónico 

gerente@colmenaresabogados.
com  

Teléfono 3177009605 

 
Se encuentra al Despacho, para darle trámite a lo solicitado por el apoderado de la parte 
demandada en el escrito que antecede, y si es del caso, fijar nueva fecha y hora para la 
Audiencia Inicial articulo 77 CPTSS. 
 
Teniendo en cuenta que lo solicitado por el apoderado de la parte demandada es 
procedente, en aplicación del artículo 77 CPTSS se señala el día 24 de noviembre del año 
2020, a las 2:00 p.m., para llevar a cabo la Audiencia Inicial, en la que se adelantarán las 
etapas de decisión de excepciones previas, Conciliación, Interrogatorio de las partes, 
fijación del litigio, decreto y practica de pruebas de oficio o solicitadas por las partes, 
control de legalidad, so pena de tener que convocar a audiencia de instrucción y 
juzgamiento, alegatos y sentencia. 
 
Se advierte a las partes y a sus apoderados, para la Audiencia aquí decretada: 
 

1. Deber que tienen de asistir la audiencial digital oficial y a cargo de este juzgado, 
la cual no podrá aplazarse por inasistencia de alguna de ellas, salvo causa 
justificada oportuna. 

2. Preparar la misma, para proyectar  el plan del caso. 
3. Los apoderados deberán avisar a sus representados, del día y la hora, en que se 

llevará a cabo la audiencial digital oficial y a cargo de este juzgado,  cuya 
asistencia es obligatoria. 

4. El incumplimiento y/o inasistencia de las partes y/o sus apoderados a la 
audiencial digital oficial y a cargo de este juzgado, acarreará las sanciones 
fácticas, jurídicas y especialmente procesales determinadas principalmente en el 
artículo 77 C.P.l. 

5. Los apoderados serán citados  a través de los Correos Electrónicos 
señalados en este proveído (en caso de haberlos suministrados dentro de la 
demanda, contrario sen sum, deberán suministrarlo en el término de ejecutoria de 
este proveído), para llevar a cabo la audiencial digital  

6. Para llevar a cabo la audiencia digital antes reseñada, se remitirá   a quince 
(15) minutos anteriores a la audiencia, al correo señalado previamente, el link 
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para unirse a la misma y aquí señalada, utilizando los medios electrónicos y 
nuevas tecnologías, por medio de la aplicación LIFESIZE, que deberán descargar 
las partes y/o sus apoderados, bajo su responsabilidad, y manejo personal. 

 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 

 

 
ROSALIA GELVEZ LEMUS 

Jueza 
 
jfbq 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
  
 

JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO de Los 

Los Patios 

 

 

NOTIFICACION POR ESTADO 

 

La anterior providencia se notifica por estado N° ________  

 

hoy, __________________________a las 8.00 a.m.  

 

 

 

El Secretario 
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JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO 

NORTE DE SANTANDER 
Los Patios, cinco de octubre de dos mil veinte 

 
Se encuentra al Despacho el presente Proceso Ejecutivo Laboral, radicado bajo el 
No. 544053103001-2019-00102-00, instaurado por NAVARRO PEREZ Y 
ASOCIADOS SAS contra HOSPITAL UNIVERSITARIO ERASMO MEOZ, con el fin 
de dar trámite a lo solicitado por el apoderado de la parte demandante, en el 
escrito visto a folios 188 y 189 del C. 1. 
 
Para decidir este Juzgado  hace las siguientes: 
 

CONSIDERACIONES 
 

La PROCURADURÍA CUARTA DELEGADA, de la Procuraduría General de la 
Nación, ANTE EL CONSEJO DE ESTADO, CONCEPTO DE AUTO No. 047 / 2011, 
ante el CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN TERCERA – SUBSECCIÓN B, el que es necesario tener en cuenta, por 
cuanto de manera detallada señala las normas que rigen la inembargabilidad de 
los dineros provenientes del presupuesto de la Nación: 
 
La legislación presupuestal Colombiana consagra un principio presupuestal sui 
generis: la inembargabilidad de las rentas presupuestales, del cual no se observa 
paralelo en el derecho comparado. 
 
En el estatuto orgánico del presupuesto nacional, se protege con la 
inembargabilidad a las rentas incorporadas en el Presupuesto General de la 
Nación, así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman, atributo 
que también se predica de las cesiones y participaciones que se hacen a las 
entidades territoriales en el Título XII de la Constitución Política, capítulo IV. 
 
(…) de la Ley 38 de 1989, ha hecho cabal desarrollo de la facultad que el artículo 
63 Constitucional le confiere para, por vía de la Ley, dar a otros bienes la calidad 
de inembargables. 
 
Sin embargo, debe esta Corte dejar claramente sentado que este postulado excluye 
temporalmente, el caso en que, la efectividad del pago de obligaciones dinerarias a 
cargo del Estado surgidas de relaciones laborales exige el embargo de bienes y 
recursos incorporados al Presupuesto General de la Nación. 
(…) En consecuencia, esta Corte considera que en aquellos casos en los cuales la 
efectividad del pago de las obligaciones dinerarias a cargo del Estado surgidas de 
las obligaciones laborales, solo se logre mediante el embargo de bienes y rentas 
incorporados al presupuesto de la nación, este será embargable en los términos del 
artículo 177 del Código Contencioso Administrativo. 
 
Posteriormente, el artículo 16 de la Ley 38 de 1989 fue subrogado por los artículos 
6 y 55 de la Ley 179 de 1994, según los cuales son también inembargables las 
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cesiones y participaciones de que trata el capítulo 4 del título XII de la Constitución 
Política. El artículo 16 de la Ley 38/89 y los artículos 6 y 55 de la Ley 179/94 
fueron compilados como artículo 19 del actual Estatuto Orgánico del Presupuesto – 
Decreto 111 de 1996. 
 
El artículo 19 del Decreto 111/96 fue demandado ante la Corte Constitucional y 
declarado exequible mediante sentencia C-354 del 13 de agosto de 1997. En la 
parte resolutiva la sentencia declara “Exequible el Artículo 19 del Decreto 111 de 
1996, que incorporó materialmente el art. 6o de la ley 179 de 1994, bajo el 
entendido de que los créditos a cargo del Estado, bien sea que consten en 
sentencias o en otros títulos legalmente válidos, deben ser pagados mediante el 
procedimiento que indica la norma acusada y que transcurridos 18 meses después 
de que ellos sean exigibles, es posible adelantar ejecución, con embargo de recursos 
del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de sentencias o 
conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos- y sobre los bienes de las 
entidades u órganos respectivos”.  
 
La Corte entiende la norma acusada, con el alcance de que si bien la regla general 
es la inembargabilidad, ella sufre excepciones cuando se trate de sentencias 
judiciales, con miras a garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los derechos 
reconocidos a las personas en dichas sentencias. 
 
(…) Podría pensarse, que sólo los créditos cuyo título es una sentencia pueden ser 
pagados como lo indica la norma acusada, no así los demás títulos que constan en 
actos administrativos o que se originan en las operaciones contractuales de la 
administración. Sin embargo ello no es así, porque no existe una justificación 
objetiva y razonable para que únicamente se puedan satisfacer los títulos que 
constan en una sentencia y no los demás que provienen del Estado deudor y que 
configuran una obligación clara, expresa y actualmente exigible. Tanto valor tiene el 
crédito que se reconoce en una sentencia como el que crea el propio Estado a través 
de los modos o formas de actuación administrativa que regula la ley. 
 
(…) En conclusión, la Corte estima que los créditos a cargo del Estado, bien sean 
que consten en sentencias o en otros títulos legalmente válidos, deben ser pagados 
mediante el procedimiento que indica la norma acusada y que transcurridos 18 
meses después de que ellos sean exigibles, es posible adelantar ejecución, con 
embargo de recursos del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de 
sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos- y sobre los 
bienes de las entidades u órganos respectivos. 
 
La inembargabilidad es un principio tan importante para la estructura del sistema 
presupuestal colombiano, que cuando el por el juez desconoce esa garantía que 
implica la inembargabilidad, se le considera reo disciplinario que incurre en causal 
de mala conducta o causal de destitución, que al ser equiparada a falta gravísima 
puede ser sancionada con el máximo reproche disciplinario. 
 
Los funcionarios públicos deben cumplir con los procedimientos y términos 
establecidos para el pago de las sentencias judiciales. La inembargabilidad tiene 
como corolario la obligación que se impone a los funcionarios públicos de tomar 
todas las medidas necesarias para pagar el importe de las condenas contra el 
Estado que sean exigibles. Dice el inciso segundo del artículo 19 del Decreto 111 de 
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1996: 
 
No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán 
adoptar las medidas conducentes al pago de las sentencias en contra de los 
órganos respectivos, dentro de los plazos establecidos para ello, y respetarán en su 
integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias. 
 
Incumplir con esta obligación de tomar las medidas presupuestales necesarias se 
sanciona con la máxima de las sanciones disciplinarias. 
 
La regla general de inembargabilidad respecto de las entidades públicas del orden 
nacional, según la jurisprudencia del Consejo de Estado, tiene tres excepciones: 
 
La normatividad enunciada muestra así que frente a la nación no podrán 
embargarse las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general; ni los 
bienes y derechos de los órganos que lo conforman. 
 
(…) Con todo, la regla general de la no ejecución de la Nación presenta tres 
excepciones, así: La primera, relacionada con el cobro compulsivo de las sentencias 
dictadas por la jurisdicción administrativa; la segunda, con los créditos laborales 
contenidos en actos administrativos; y la tercera, con los créditos provenientes de 
contratos estatales. Excepciones que encuentran su respaldo, en su orden, en el 
177 del c.c.a.; en la sentencia C - 546 de la Corte Constitucional; y en el art 75 de la 
ley 80 de 1993. 
 
(…) Siguiendo los principios normativos del sistema presupuestal y la orientación 
marcada por la Corte Constitucional, las ejecuciones aquí estudiadas en cuanto a 
las sentencias de esta jurisdicción y los créditos laborales no podrán intentarse sino 
dentro del término señalado en el art 177 del c.c.a. Frente a las ejecuciones 
derivadas de los contratos estatales no se aplicará tal restricción, y deberá estarse 
a las condiciones de pago señaladas en los mismos. 
 
b) En conclusión, fuera de los bienes enunciados en los arts 63 y 72 de la carta, son 
inembargables las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general 
nacional; así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman. Órganos 
que, en principio, son los que figuran enunciados en los arts 3º y 11 del dec 111 de 
1996. 
 
(…) c) De la interpretación armónica de las distintas normas y en especial del 
estatuto orgánico del presupuesto nacional, puede concluirse, asimismo, que las 
Empresas Industriales y Comerciales del Estado, las sociedades de economía 
mixta, las empresas de servicios públicos domiciliarios en cuyo capital la nación o 
sus entidades descentralizadas posean el 90% o más (las que para efectos 
presupuestales de conformidad con el art 5º del dec 111 de 1996 se sujetan al 
régimen de las primeras) y las Empresas sociales del Estado, no tienen el carácter 
de órganos desde la perspectiva que señala el Estatuto Orgánico del Presupuesto y 
por ende, según las reglas generales, son ejecutables y sus bienes sujetos a 
medidas cautelares. 
 
(…) Por lo expuesto, puede aceptarse también que la ley 179 de 1994, expedida sólo 
para modificar la orgánica del presupuesto nacional en su art 6 (inc 2º), más que 
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subrogar el art 16 de la ley 38, lo que hizo fué interpretarlo por vía de autoridad, 
para evitar la negligencia de la administración en la adopción oportuna de las 
medidas conducentes para el pago de las condenas judiciales. Fuera de lo dicho, 
esa aparente subrogación no pudo darse tampoco porque cuando ese art 6 de la ley 
179 empezó a regir ya el 16 de la ley 38 había sido modificado por el art 336 del c 
de p.c. (dec 2282 de 1989) relacionado con la ejecución de entidades públicas y 
aquélla no podía modificar este estatuto. 
 
Tampoco puede aceptarse, en este mismo orden de ideas, que ese art 6º de la ley 
179 impida los embargos de bienes nacionales dentro de las ejecuciones que 
busquen hacer efectivas las condenas impuestas en actos administrativos, porque 
esta posibilidad surgió más de la interpretación que la Corte hizo del principio de la 
inembargabilidad que de una norma que tal situación contemple, tal como se 
desprende de su sentencia C - 546. A igual conclusión se arriba con la ejecución de 
créditos derivados de contratos estatales, permitida por el art 75 de la ley 80 de 
1993, porque esa permisión no tiene restricción alguna y el intérprete no podrá 
crearla. 
 
Aunque tiene relación con el caso en estudio, ese no es el punto jurídico que debe 
desatarse para solucionar este caso. Por tal razón, el Ministerio Público no abordará 
la discusión frente a la posición del Consejo de Estado, aunque tiene una conclusión 
diferente, por cuanto el análisis del problema jurídico ha de hacerse teniendo en 
cuenta que las normas del Estatuto Orgánico del Presupuesto tienen la naturaleza 
de Ley orgánica y por tanto gozan de supremacía sobre la ley ordinaria, así ésta 
sea un código. 
 
En conclusión y conforme lo señalado en la ley y en el concepto antes transcrito 
se tiene: 
 
Con todo, la regla general de la no ejecución de la Nación presenta tres 
excepciones, así: 
 

1. La primera, relacionada con el cobro compulsivo de las sentencias dictadas 
por la jurisdicción administrativa;  

2. La segunda, con los créditos laborales contenidos en actos administrativos; 
y  

3. La tercera, con los créditos provenientes de contratos estatales. Excepciones 
que encuentran su respaldo, en su orden, en el 177 del c.c.a.; en la 
sentencia C - 546 de la Corte Constitucional; y en el art 75 de la ley 80 de 
1993. 

 
Así las cosas, siendo que es viable la materialización de las órdenes de embargo, 
debe insistirse en las mismas al BANCO DE BOGOTA, decretadas dentro del 
presente proceso, remitiendo copia del presente auto. 
 
En virtud de los expuesto el JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE LOS PATIOS, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO. Insistir al BANCO DE BOGOTA sobre las órdenes de embargo 
decretadas dentro del presente proceso. Por lo expuesto. 
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SEGUNDO: Por secretaria, remitir como anexo a los oficios al BANCO DE 
BOGOTA, copia del presente auto. 
 
 

NOTIFÍQUESE 
 
 
 

ROSALIA GELVEZ LEMUS 
Jueza 

 
jfbq 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
  
 

JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO de Los 

Los Patios 

 

 

NOTIFICACION POR ESTADO 

 

La anterior providencia se notifica por estado N° ________  

 

hoy, __________________________a las 8.00 a.m.  

 

 

 

El Secretario 


